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Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos de la Provincia de Buenos Aires - Ley 7014


PROYECTO DE LEY
El H. Senado y la H. Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

L E Y 

Artículo 1º): Sustitúyese el inc. b) del artículo 5° de la Ley 7014, que quedará redactado de la siguiente manera: 

“b) Los afiliados que no hayan cumplidos dos años ininterrumpidos de ejercicio profesional anteriores al pedido del beneficio”.

Artículo 2º) : Incorpórase como inciso d) del art. 5° de la Ley 7014, el siguiente: 

“d) Los que no se encontraren con las obligaciones previsionales pagas al momento previo a su otorgamiento”.

Artículo 3º) : Sustitúyese el texto del inciso e) del art. 9° de la Ley 7.014, por el siguiente:

“e) Elaborar el cálculo de Recursos y Presupuesto anual de gastos, a propuesta de la Presidencia, pudiendo disponer para la atención de estos últimos hasta un máximo del veinte por ciento (20 %) de los ingresos presupuestados”.

Artículo 4°) Sustitúyense los artículos décimo (10°) al cuadragésimo octavo (48°) de la Ley 7014, por los siguientes:

“Art. 10º: La resolución del Consejo Superior que importe multa será recurrible por vía de reposición ante el mismo, dentro de los diez (10) días hábiles de la notificación. De su decisorio se podrá apelar ante el Juez en lo Correccional en turno dentro de los tres (3) días de notificado.

Art. 11º: De las resoluciones del Consejo Superior denegatorias de reconocimiento de derechos jubilatorios o de pensiones, como así también de aquellas que rechacen las solicitudes de los subsidios previstos en el Título VIII de la presente Ley, podrá recurrirse en reconsideración ante el mismo dentro de los quince (15) días hábiles de notificarse al interesado.

El rechazo del recurso dará derecho a la acción judicial pertinente, de conformidad con lo establecido en el Código de la materia. 

Art. 12°: Con el fin de mantener el equilibrio económico-financiero se considerará la evolución de los últimos cinco (5) años y una prospección para los siguientes cinco (5) años mediante cálculo actuarial que se realizará quinquenalmente. Sobre esta base se proyectarán las asignaciones de recursos necesarios para atender las prestaciones establecidas.
Art. 13°: Con cada cambio de autoridades se realizará una auditoría externa sobre la gestión administrativa, legal, previsional y contable de la Caja. Los profesionales que realizarán la auditoría serán seleccionados por concurso.

Art. 14°: El Consejo Superior sancionará en el mes de noviembre el Presupuesto de Gastos y Recursos que deberá regir entre el 1° de enero al 31 de diciembre de cada año. En el mes de marzo siguiente al vencimiento del Presupuesto deberá considerar la Memoria y Balance General que presentará la Mesa Directiva.

Art. 15°: Créase la Comisión Revisora de Cuentas de la Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos, cuya integración y funcionamiento se cumplimentará de la siguiente manera:

a) Juntamente con la elección en los Colegios Departamentales, cada cuatro (4) años se elegirán en lista separada dos (2) colegiados y un (1) jubilado por Departamento Judicial para conformar una Asamblea para integrar a su vez la Comisión Revisora de Cuentas de la Caja de Seguridad Social.

b) Una vez conformada la Asamblea de la Comisión Revisora de Cuentas de la Caja, con los 54 colegiados activos y pasivos elegidos –36 activos y 18 pasivos- la Presidencia del Consejo Superior la convocará y ella deberá constituirse en la sede de la Caja, dentro de los treinta (30) días de la fecha de elección, a efectos de proceder a elegir de su seno por sorteo, a la citada Comisión Revisora de Cuentas integrada por cinco (5) miembros titulares y cinco (5) suplentes -ocho (8) colegiados activos y dos (2) jubilados- todos de distintos Colegios Departamentales. Para funcionar deberá tener un quórum de dos tercios (2/3) de sus miembros titulares.

c) Para ser miembro de esta Comisión Revisora de Cuentas y por ende, los asambleístas para su elección, deberán reunir los siguientes requisitos mínimos: diez (10) años de ejercicio ininterrumpido de la actividad profesional sin ningún antecedente de sanción por incumplimiento de normas legales y/o disciplinarias colegiales; no hallarse ejerciendo ningún cargo directivo en el Colegio Departamental; registrar un compromiso o nivel de pertenencia razonablemente continuo con la Caja de Seguridad Social traducido en sus cuentas aportativas y cumplimiento del pago de préstamos, obligaciones que en ambos casos tendrán que estar al día, recaudos éstos que deberán exhibirse en los afiliados activos, y treinta y cinco (35) años de edad como mínimo.

d) El cargo de revisor de cuentas será honorario. Sin perjuicio de ello, quienes lo desempeñen podrán percibir de la Caja exclusivamente por los gastos de estadía que registren para el cumplimiento de sus funciones, los mismos que se establecen para los integrantes del Consejo Superior. La Caja no abonará gastos de movilidad.

e) Los gastos de traslado y estadía para los miembros de la Asamblea serán a cargo de los respectivos Colegios Departamentales.

f) Los miembros de la Comisión Revisora de Cuentas durarán en sus funciones cuatro (4) años y no podrán renovarse sino con intervalo de un período.

Art. 16°: La Comisión Revisora de Cuentas funcionará conforme las normativas que fije la reglamentación aprobada por el Consejo Superior. 

Art. 17°: Los dictámenes y funciones de la Comisión Revisora de Cuentas no alcanzan al mérito, oportunidad y conveniencia de los actos de la Caja ni a su gobierno que compete al Consejo Superior.
TITULO IV

De la Jubilación Ordinaria

Art. 18º: Las jubilaciones ordinarias que otorgue la Caja serán uniformes para todos los afiliados que hayan aportado el importe mínimo anual obligatorio a que se refiere el art. 9º inc. f) de esta Ley. 

Superado este monto, la jubilación se incrementará proporcionalmente de conformidad con los aportes ingresados, en escalas desde el veinticinco por ciento (25 %) hasta el trescientos por ciento (300 %).  

Art. 19º: La jubilación ordinaria es voluntaria y sólo se acordará a su pedido, a los afiliados que reunieran los siguientes recaudos:

a) treinta y cinco (35) años de efectivo ejercicio profesional en las condiciones previstas en esta ley, pudiéndose compensar la falta de años de ejercicio profesional, con los excedentes de edad, en razón de dos (2) años de edad por uno (1) de actividad.

b) Sesenta y cinco (65) años de edad.

c) Tener cumplidas las cotizaciones previsionales previstas tanto en los aportes mínimos obligatorios, como en su caso, los aportes sobre los honorarios profesionales de acuerdo con lo determinado en los incisos a), h) e i) del art. 45º de esta  ley.

Art. 20º: El monto mensual de la jubilación ordinaria será fijado por el Consejo Superior, con el voto de las dos terceras partes de la totalidad de sus miembros.

TITULO V

De las Jubilaciones Extraordinarias por Incapacidad

Art. 21º: La jubilación extraordinaria por incapacidad, se concederá al afiliado que encontrándose en actividad con un mínimo de dos (2) años inmediatos anteriores, se incapacite en forma permanente y absoluta para el ejercicio profesional por causa de enfermedad o accidente comprobados, y siempre que no tuviese derecho a la jubilación ordinaria. 

Art. 22º: El monto de la precedente jubilación será de un sesenta y cinco por ciento (65 %) de la jubilación ordinaria, el que se hará efectivo a partir de la fecha de su incapacidad absoluta, sin perjuicio de la disposición del artículo 7º.

Si la incapacidad ocurriera con posterioridad a los quince (15) años del ejercicio de la profesión, el monto se elevará a un setenta y cinco por ciento (75 %), y al ochenta y dos por ciento (82 %) si fueran más de veinte y cinco (25) años.

Art. 23º: Los casos de incapacidad absoluta serán estudiados por el Consejo Superior sobre la base de informes médicos coincidentes.

Los facultativos serán designados por el Consejo Superior o el Ministerio de Salud a su pedido.

La subsistencia del impedimento deberá acreditarse por exámenes médicos anuales. Si esto no se cumple la Caja de Seguridad Social podrá suspender el pago del beneficio.

TITULO VI

De las obligaciones al acceso al beneficio

Art. 24º: La efectivización de toda jubilación implica el retiro absoluto de la actividad profesional.

El jubilado infractor de lo precedentemente determinado será pasible de multa que se graduará por el monto correspondiente al momento de su aplicación, equivalente: de dos (2) a cinco (5) jubilaciones ordinarias.

Consentida la sanción o notificada la resolución, si ésta hubiese sido apelada, el infractor podrá optar dentro del plazo de tres (3) días por el beneficio jubilatorio o el ejercicio profesional.

En ambos casos reintegrará el importe de las prestaciones jubilatorias percibidas durante la infracción, con más sus intereses, que serán fijados por el Consejo Superior.

En caso de reincidencia perderá la jubilación concedida.

Art. 25º: A los efectos de la jubilación se computarán los años de servicio a partir de la afiliación en ejercicio efectivo de la actividad.
El ejercicio continuo y permanente de la profesión fundamentado de este sistema de previsión, se probará por los asientos en los libros de la Caja del monto de los aportes. 

El ejercicio profesional anterior a la creación de la Caja se probará mediante la exhibición de los libros llevados de acuerdo a la Ley.

En su defecto, se aceptará como prueba supletoria la documental o instrumental, pública o privada, conjuntamente con el testimonio de dos colegiados del lugar.

En estos casos, por cada año computado, el afiliado deberá abonar un cargo contributivo equivalente al Aporte Mínimo Anual fijado por el artículo 9º inciso f) de esta Ley, que corresponda al momento de su acreditación. 

Art. 26º: La inactividad del afiliado por razones de salud u otras causas atendibles de hasta un (1) año, en nada afectará la computación de los servicios, siempre y cuando no sea en perjuicio de terceros y se comunique al Colegio Departamental dentro de los cinco (5) días de la cesación de actividades.

La inactividad motivada por sanciones disciplinarias, taxativamente expresadas por la ley reglamentaria de las actividades de los Martilleros y Corredores Públicos, no es excluyente de las obligaciones devengadas del afiliado, ni aún en el caso de exclusión de la matrícula, pues concurren en su representación los familiares subrogados en el derecho, deberes y obligaciones del mismo.

Art. 27º: No serán computables a los efectos de esta ley, los períodos durante los que el afiliado se encontrare impedido legalmente de ejercer su profesión. 

Art. 28º: Los aportes no pueden interrumpirse.

Si esto ocurriera, el afiliado deberá abonar los importes devengados con más el interés compensatorio que determine el Consejo Superior al día del efectivo pago. 

TITULO VII

De las Pensiones
Art. 29º: En caso de muerte o fallecimiento presunto, declarado judicialmente del jubilado o del afiliado en actividad y con derecho a jubilación, se otorgará pensión a las siguientes personas:

1) La viuda o el viudo. Tendrá asimismo derecho a la pensión la conviviente o el conviviente, en el mismo grado y orden  y con las mismas modalidades que la viuda y el viudo, en el supuesto de que el causante se hallase separado de hecho o hubiese convivido públicamente en aparente matrimonio, durante por lo menos cinco (5) años inmediatamente anteriores al fallecimiento. El plazo de convivencia se reducirá a dos (2) años cuando hubiese descendencia o el causante haya sido soltero, viudo, separado legalmente o divorciado.

El o la conviviente excluirá al cónyuge supérstite en el goce de la pensión, salvo que el causante hubiera estado contribuyendo al pago de los alimentos, que éstos hubieran sido reclamados fehacientemente en vida, o que el causante fuera culpable de la separación. En estos tres casos el beneficio se otorgará al cónyuge y al conviviente por partes iguales.

La autoridad de aplicación determinará los requisitos necesarios para probar el aparente matrimonio y, la prueba podrá sustanciarse administrativamente o ante autoridad judicial. Los derechos que por la presente se instituyen en beneficio de la viuda o el viudo o del o de la conviviente de hecho podrán invocarse aunque el causante o la causante respectivos, según el caso, hubieren fallecido antes de la vigencia de la presente Ley, cuando hubieran sido anteriormente denegados por resolución administrativa o sentencia judicial.

La autoridad competente reabrirá el procedimiento a petición de la parte interesada. En ningún caso, el pronunciamiento que se dicte con arreglo a la presente podrá dejar sin efecto derechos adquiridos, salvo el supuesto de nulidad de estos últimos debidamente establecida y declarada, o de extinción de tales derechos. No se entenderá que se ha producido tal extinción mientras existan beneficiarios coparticipantes con derecho a acrecer.

El haber de las pensiones que se acuerden por aplicación de este inciso, se devengará a partir de  la fecha de la respectiva solicitud.

En las peticiones en trámite, sin resolución firme, el beneficio que se otorgue se devengará desde la fecha de vigencia de la presente.

El beneficio de pensión será gozado en concurrencia con:

a) Los hijos solteros, las hijas solteras y las hijas viudas, estas últimas siempre que no percibieran haberes en conceptos de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión, hasta los dieciocho (18) años de edad. 

b) Las hijas solteras y las hijas viudas que hubieran convivido con el causante en forma habitual y continuada durante los diez (10) años inmediatamente anteriores a su deceso, que a ese momento hubieran cumplido la edad de cincuenta (50) años y que se encontraren a su cargo siempre que no desempeñaren actividad lucrativa alguna, carezcan de bienes que produzcan rentas, ni percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo en estos últimos supuestos que optaren por la pensión que  otorga la presente.

c) Las hijas viudas y las hijas separadas de hecho o divorciadas por culpa exclusiva del  marido, que no percibieran pensión alimentaria de éste, todas ellas incapacitadas para el trabajo y a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que otorga la presente.

d) Los nietos solteros, las nietas solteras y las nietas viudas, éstas últimas siempre que no percibieren haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente, todos ellos huérfanos de padre y madre, hasta los dieciocho (18) años de edad.

2) Los hijos y nietos de ambos sexos en las condiciones del inciso anterior.

3) La viuda o el viudo, y el o la conviviente en aparente matrimonio, en las condiciones y retroactividad establecidas en el inciso 1, en concurrencia con los padres incapacitados para el trabajo y a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que éstos no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente.

4) Los padres en las condiciones del inciso precedente.

5) Los hermanos solteros, las hermanas solteras y las hermanas viudas, todos ellos huérfanos de padre y madre y a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente hasta los dieciocho (18) años de edad.

La presente enumeración es taxativa. El orden establecido en el inciso 1) no es excluyente, pero sí el orden de prelación establecido entre los incisos 1) al 5).

La pensión es una prestación derivada del derecho a jubilación del causante, que en ningún caso genera, a su vez, derecho a pensión. 

Art. 30º: El monto de la pensión será el setenta y cinco por ciento (75 %) del importe de la jubilación ordinaria.

Art. 31º: El derecho a gozar de la pensión comenzará desde el día del fallecimiento del causante y se distribuirá entre los llamados a percibirla en la proporción que establece el Código Civil.

El derecho de pensión no excluye el subsidio por fallecimiento y luto, establecido en el art. 35° inc. a). 

Art. 32º: Si se extinguiese el derecho a pensión con respecto a alguno de los beneficiarios, la parte correspondiente acrecerá a la de los otros. 

Art. 33º: Los límites de edad fijados por los incisos 1), puntos a y d y 5) del artículo 29°, no rigen si los derechohabientes se encontraran incapacitados para el trabajo y a cargo del causante a la fecha del fallecimiento de éste, o incapacitados a la fecha en que cumplieran la edad de dieciocho (18) años.

A los efectos de la presente Ley se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del causante cuando concurre en aquél un estado de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales y la falta de contribución importa un desequilibrio esencial en su economía particular.

La reglamentación fijará pautas objetivas, para establecer si el derechohabiente estuvo a cargo del causante. 
Art. 34º: No tendrán derecho a pensión:

a) El cónyuge que por su culpa o culpa de ambos, estuviere divorciado o separado de hecho del causante, a la fecha de la muerte o fallecimiento presunto declarado judicialmente.

b) Todos los causahabientes en caso de indignidad para suceder o desheredación de acuerdo a las disposiciones del Código Civil.

TITULO VIII

De los Subsidios

Art. 35º: La Caja otorgará conforme reglamentación a instrumentar, los siguientes subsidios:

a) por fallecimiento y luto.
b) Por incapacidad temporaria.
c) Por intervención médico-quirúrgica, mayor y media.
d) Por matrimonio.
e) Por nacimiento y adopción de hijo.
Art. 36º:  Producido el fallecimiento de un afiliado en actividad sin alcanzar el derecho a la jubilación del artículo 19º, la Caja concederá un Subsidio complementario mensual equivalente al cincuenta por ciento (50 %) del haber básico pensionario del artículo 30º, cuando se acredite efectivo trabajo de diez (10) años de ejercicio profesional y por cada año que se incremente la antigüedad se adicionará a dicho básico un dos por ciento (2 %) más.
Art. 37º: Serán beneficiarios del subsidio los causahabientes incluidos en el régimen de pensiones que contempla el artículo 29º.

Art. 38º: A los efectos de acreditar años de ejercicio profesional en el otorgamiento del subsidio complementario, serán de aplicación las normas establecidas para computar años en el régimen jubilatorio de conformidad a lo establecido por el artículo 25°.

Art. 39º: Si la persona que solicita el subsidio complementario se encuentra incluida dentro de los beneficiarios de la pensión que determina el artículo 29º, y de las actuaciones producidas en el trámite del mismo se desprende que el causante había llegado a los límites de edad y ejercicio profesional establecidos en el artículo 19°, el subsidio será negado, transformándose el trámite a partir de ese momento en  pensión ordinaria.

Art. 40º:  El monto y régimen de los subsidios lo establecerá el Consejo Superior. La fecha del hecho generador determinará el importe del subsidio a otorgarse. 

Art. 41º: Todo afiliado tendrá derecho a designar beneficiario del subsidio por fallecimiento y luto. 

A tal efecto, deberá depositar en la Caja bajo su firma certificada en sobre cerrado, la indicación del nombre y domicilio de la persona de existencia visible favorecida.

Acreditado el fallecimiento, las autoridades de la Caja procederán a la apertura del sobre, continuando los procedimientos con la intervención del beneficiario indicado.

Art. 42º:  El reconocimiento al derecho de subsidios deberá ser reclamado por los interesados dentro de los términos reglamentados por el Consejo Superior.

Transcurridos estos plazos, será denegado el derecho cualesquiera sean las causas que se invoquen. 
Art. 43º:   La Caja responderá directamente por los gastos de sepelio del afiliado hasta cubrir un cincuenta por ciento (50 %) del subsidio por fallecimiento y luto que corresponda.

Art. 44º: Si al fallecimiento de un afiliado no hubiese beneficiario designado, o éste hubiere fallecido con anterioridad, o estuviese ausente, o fuera desconocido, no fuese válida la institución o se ignorase el paradero de los beneficiarios que subsidiariamente instituye esta ley, el Consejo Superior podrá disponer del total del monto del subsidio por fallecimiento y luto para gastos de entierro y adquisición de sepulcro.

TITULO IX

De los Recursos

Art. 45º:  Son recursos de la Caja:

a) Los aportes obligatorios de hasta el diez por ciento (10%) a cargo del afiliado sobre todo honorario de origen profesional.

b)  El aporte básico anual determinado por el artículo 9º inciso f) de esta Ley será abonado por los afiliados en duodécimos mensuales. El Consejo Superior queda facultado a disponer que el Aporte Básico Anual Obligatorio se podrá abonar por año adelantado. En ambos supuestos es obligación de los afiliados presentar anualmente, una declaración jurada sobre las operaciones inherentes a su actividad profesional. El límite de presentación vencerá el mes de mayo del año subsiguiente. Esta declaración jurada deberá ser verificada por la Caja. Vencido el plazo de los cinco (5) años de presentadas serán tenidas como acreditación fehaciente del ejercicio profesional a los fines del art. 25° de esta ley. 

c) La contribución a cargo de las Sociedades legalmente constituidas, que realicen operaciones de remate o corretaje, consistente en hasta el diez (10 %) de las comisiones u honorarios, que en conjunto les ingresen por la totalidad de las operaciones realizadas. Quedan exceptuadas de esta contribución las ventas que se realicen de ganado destinado al consumo, exportación e invernada. La Caja queda facultada para determinar el porcentual a fijar para el pago de los aportes y contribución establecidos en el inciso a) y el presente. En todos los casos se tendrán en cuenta para la determinación del porcentual los cálculos económico-financieros correspondientes a las distintas modalidades de las actividades específicas de los afiliados. 

d) La contribución a cargo de los afiliados mediante un bono especial, cuyo valor será de hasta el uno por ciento (1 %) del aporte básico anual del art. 9º inciso f) de esta Ley, por cada primera presentación que realicen en Instituciones Oficiales de cualquier tipo y/o prestadoras de servicios, en razón de las actividades profesionales, como así también en todo boleto de compraventa de operaciones inmobiliarias o de muebles registrables, tasaciones o contratos locativos, provengan de subastas públicas o por corretaje en las cuales intervenga el afiliado. En las actuaciones en sede judicial, el pago de esta contribución se efectuará en el momento de presentarse el primer escrito en el expediente respectivo.

e) Las multas que imponga el Consejo Superior determinadas en los artículos 24º 2do. párrafo y 55º de esta Ley

f) Los que devenguen por la aceptación de legados, donaciones y toda otra operación que autorice la Ley en forma expresa.

g) Con las contribuciones a cargo de los afiliados activos que determine el Consejo Superior para financiar las prestaciones del artículo 4 inciso b) apartado 2 de esta ley.

h) El diez por ciento (10 %) a cargo del o los obligados al pago, sobre todo honorario profesional devengado en juicio a favor del martillero o corredor público. 

i) Los aportes obligatorios de hasta el 10% a cargo del afiliado sobre todo honorario de origen profesional, que se devengue por el ejercicio de la actividad de administración de propiedades.

Art. 46°: El contralor de los aportes y contribuciones se efectuará mediante inspecciones sobre el ejercicio profesional, además sobre las declaraciones juradas que se mencionan en el artículo 45 inc. b) para constatar la exactitud de las mismas. A los efectos de la verificación de los aportes y contribuciones fijados en la presente Ley, la Caja podrá, a falta de los libros que exige la legislación de fondo, o cuando estos fueran llevados irregularmente, estimar de oficio los importes de las comisiones u honorarios devengados, quedando a cargo de los obligados la demostración de lo contrario.

Asimismo queda facultado el Consejo Superior a dictar un régimen de impugnaciones por las determinaciones de deuda que se formulen, tanto sobre bases ciertas o presuntas tenidas en cuenta por la inspección. Dicho régimen deberá asegurar un debido proceso aplicándose las normas, en lo pertinente, del procedimiento administrativo vigente para la Provincia.

El Consejo Superior, fijará las tasas de recargo punitorio y resarcitorio sobre los montos o importes no abonados y/o evadidos por el afiliado, sin perjuicio de lo previsto por el art. 55°, ni de la aplicación del interés compensatorio establecido por el art. 28°.

Art. 47º: Facúltase a la Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos a cobrar los aportes adeudados, contribuciones, reintegros, multas e intereses por el procedimiento de apremio vigente, siendo título suficiente para tal fin la liquidación que se expida autorizada por su Presidente y Tesorero.

A ese solo efecto dispónese que los juicios correspondientes podrán promoverse y tramitarse por ante los Tribunales del Departamento Judicial La Plata o, a elección del Consejo Superior, por ante los Tribunales del Departamento Judicial donde se encuentre colegiado el deudor.
Art. 48º:  El Banco de la Provincia de Buenos Aires abrirá una cuenta especial a nombre de la “Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos”, orden Presidente, Secretario y Tesorero, en la que serán depositados sus fondos.

Art. 49º: En toda libranza judicial a favor de un martillero o corredor público por su ejercicio profesional, deberá individualizarse por separado el monto del honorario y del 10 % de aporte a cargo del tercero. El Banco de la Provincia de Buenos Aires actuará como agente de retención de dicho 10 % y del aporte a cargo del profesional conforme lo establece el inc. a) del art. 45°, quien deberá adjuntar a la libranza la boleta especial. El agente de retención procederá a depositar ambos conceptos en la cuenta a nombre de la “Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos de la Provincia de Buenos Aires”. 

Art. 50º: Los jueces no podrán dar por terminado ningún juicio, disponer su archivo, aprobar o mandar cumplir transacciones, hacer efectivos los desistimientos, dar por cumplidas las sentencias, ordenar trámites de entrega, adjudicación o transferencia de bienes de cualquier clase que fueren, ni devolver exhortos, ni proveer al levantamiento de medidas cautelares, sin antes haberse pagado los honorarios de los Martilleros y Corredores Públicos intervinientes en el juicio y el aporte establecido en el art. 45 incisos a) y h) de esta ley, o afianzado su pago con garantía suficiente a criterio del Juzgado, previo traslado al interesado. 

Art. 51: Los Jueces y Tribunales, al practicar la regulación de honorarios de los martilleros y corredores públicos y al establecer los honorarios a percibir por los primeros en remate judicial, adicionarán a la misma el porcentual a cargo de la parte obligada a su pago, determinado en el art. 45 inc. h) de esta ley.

Art. 52°: Es facultativo del Consejo Superior disponer la inversión de parte de los fondos necesarios a la atención inmediata de los beneficios acordados por esta Ley, en operaciones que rindan intereses, a cuyo efecto podrá adquirir bienes raíces, títulos y acciones, enajenarlos o gravarlos, aceptar donaciones o legados de acuerdo con la naturaleza y carácter que se le confiere a la Caja por el artículo 1º. 

Art. 53º: No podrá darse a los fondos de la Caja otro destino que el fijado en la presente Ley.

En caso contrario, quienes hubieran firmado el libramiento serán personal y solidariamente responsables.

TITULO X

Disposiciones complementarias

Art. 54º:  El Consejo Superior podrá aplicar una multa equivalente al importe de una (1) a cinco (5) jubilaciones ordinarias, al afiliado en actividad, pasividad de ejercicio o jubilado, y las sociedades, por infracciones a las disposiciones de la presente Ley. 

Art. 55º:     La Caja estará exenta de todo impuesto y tasa de sellos en su actuación administrativa y judicial. 

Art. 56º: El Poder Ejecutivo, dictará el Decreto Reglamentario de aplicación de la presente ley, a propuesta del Consejo Superior”. 
Artículo 5º): Deróganse las leyes 7903, 10.789, 11.104. 11.229, 12.850 y 13.061, así como toda otra disposición que pudiera oponerse a la presente ley.

Artículo 6°) De forma”.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

Anima el presente proyecto de reformas de ley que se presenta, la necesidad de actualizar las normativas rectoras de la Caja a los tiempos que corren atendiendo  a las necesidades básicas de los martilleros y corredores públicos bonaerenses y reflejando las tendencias actuales a la luz de casi cuatro décadas de una vida institucional.

Los fundamentos que se exponen en forma general deben entenderse en un todo de acuerdo con los que se explican en particular, a fin de conocer el espíritu integral de las reformas que se propician.

Muchas de éstas se encuentran condicionadas a una mejor redacción formando un plexo jurídico coherente y con un hilo de conducción necesario para el mayor entendimiento de la totalidad de la norma.

En lo que hace a las reformas particulares, sus fundamentos han sido realizados individualizadamente.

Contenido de los artículos 1° y 2° que modifican el TITULO II
En este Título, se aclara la redacción del artículo 5°, individualizándose cada una de las situaciones que impiden la obtención de los beneficios y prestaciones de la Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos.

Contenido de los artículos 3° y 4° que modifican los siguientes títulos:

TÍTULO III

En el presente título, en el artículo 8° se mantiene la forma de gobierno y administración de la Caja de Previsión Social en el Consejo Superior del Colegio de Martilleros y Corredores Públicos de la Provincia, sistema instituido desde el año 1965, cuando se sancionó la Ley 7.014.

Dicho sistema de gobierno y administración se entiende como el más aconsejable y saludable, teniendo en cuenta la historia y experiencia propias y también las de otros regímenes similares.

La modalidad unificada para el gobierno de las Instituciones que centralizan –colegiación y previsión social-, es la elegida y ratificada por la mayoría de los representantes de los intereses comunes a nuestra profesión, tanto para la defensa de los derechos como para la exigencia del cumplimiento de las obligaciones profesionales y previsionales propios del grupo de pertenencia que constituyen los martilleros y corredores públicos bonaerenses. En ello se ha tenido especialmente en cuenta que la exigencia de hoy de las obligaciones previsionales, significará mañana la posibilidad de acceder a los beneficios de esta materia.

Son los Colegios Departamentales quienes, a través de sus directivos, poseen un contacto inmediato y asiduo con los profesionales.

Asimismo, con la mencionada unificación se está previniendo la eventual existencia de discordancias entre ambos gobiernos en caso de existir bifurcación.

Por otra parte, la unificación evita un mayor desembolso económico y un incremento de los aspectos burocráticos que la existencia de dos estructuras necesariamente implicaría.

De manera análoga con las demás Cajas de Previsión y/o Seguridad Social para profesionales de la Provincia, mediante el artículo 9° se adapta el porcentual para los gastos que anualmente se autorizan al Consejo Superior (artículo 9° inc. e) a la realidad actual. 

Igual se adecua el artículo 10° del Proyecto a la realidad legal, al contemplarse la competencia judicial que corresponde entender en vías de apelación en las multas que se pudieran imponer por parte del Consejo Superior (art. del CPP).

Se incorpora, como metodología innovadora y precursora con el suficiente respaldo legal, un férreo control sobre la gestión administrativa, legal, previsional y contable, al incluirse dos procedimientos necesarios tendientes a lograr la mayor exactitud y certeza en el funcionamiento de la Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos.

Por medio del artículo 12° se incluye la obligación de efectuar quinquenalmente un cálculo actuarial, con un estudio retrospectivo de un quinquenio y teniendo una proyección de igual lapso hacia futuro para evaluar la economía y el estado financiero para el sostenimiento del sistema de la Caja de Previsión Social para Martilleros y Corredores Públicos. Este estudio permitirá a la conducción de la Institución efectuar contemporáneamente las variaciones y correcciones necesarias a fin de mantener el equilibrio óptimo.

Como colofón de ello, se impone la auditoría externa, a realizarse bianualmente al finalizar cada gestión de gobierno, la que brindará mayor seguridad a la masa de afiliados en lo que respecta a la administración de los fondos. Ello igualmente, otorga seguridad al Estado provincial, que ha delegado una función primordial, como es la previsión social del universo de martilleros y corredores públicos de la Provincia de Buenos Aires, toda vez que los recursos se encontrarán en primer lugar calculados sobre la base fuente de la realidad institucional, y por otro costado, el funcionamiento del Órgano de dirección será controlado por profesionales externos expertos, especialistas en la materia.

A los efectos de verificar el funcionamiento económico-financiero de la Caja, se establece el contralor de la contabilidad y de la documentación respaldatoria del gasto y su imputación al incorporarse a la ley la creación de una “COMISIÓN REVISORA DE CUENTAS”.

Sobre la base de una concepción contemporánea de la democracia participativa como producto de la reforma del año 1957 al artículo 14 bis de la Constitución Nacional, se da injerencia directa a los "interesados" en la administración de la cobertura de sus propias contingencias en que los coloca la dinamización del ejercicio profesional.

Es un ejemplo más del distanciamiento de los moldes clásicos de los Entes estatales de previsión al delegar su gobierno a sus propios miembros, sin intervención y responsabilidad del Estado. Ello importa decir que gozan de una amplia autarquía y autonomía tanto de organización como de financiación, que la delegación del poder público le brinda a fin de tutelar, mediante el instrumento de seguridad social, un determinado segmento de la población, cuyos integrantes, futuros beneficiarios se encuentran ligados por vínculos nacidos de una comunidad de intereses, que en el caso, es el ejercicio de la profesión de martillero y/o corredor en la Provincia. Pero además, de esta manera se profundizan los vínculos que necesita la solidaridad.

Como es de conocimiento, para atender esos fines, la Institución dispone de un patrimonio que se forma con los fondos que aportan los afiliados y que, como se ha dicho, su administración se encuentra a cargo de un órgano específico como lo es el CONSEJO SUPERIOR DEL COLEGIO DE MARTILLEROS Y CORREDORES PÚBLICOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES (artículos 8° y 9°).

No obstante este autogobierno, o tal vez por eso mismo, la reglamentación referente a la administración, si bien ha prevenido la tutela de los fondos en el marco del art. 173 inciso 7° del Código Penal y del Título IX del Código Civil por daños causados por mala administración nos autoriza a acentuar, con estilo republicano y austero, los mecanismos de vigilancia y control de la actividad financiera y propender a su institucionalización.

Pero como todo órgano de contralor debe estar rodeado de máximas garantías que lo coloquen al margen de cualquier influencia que distorsione el funcionamiento, y en lo referente a su naturaleza operativa estar limitado, exclusivamente, a un control técnico legal específico.

Así, entonces, la reforma tiende a prever la elección de aquellos afiliados-colegiados, cuyos requisitos están calificados por la ley que regula la actividad de los Martilleros y Corredores Públicos para ser miembros del Tribunal de Disciplina, con más sus beneficiarios jubilados, conformando de esta manera la totalidad de su universo propio. Una vez conformada la Asamblea se designarán por sorteo a los (5) cinco miembros titulares y los suplentes como se determinan en los arts. 15°, 16° y 17° de esta ley, que compondrán la Comisión Revisora de Cuentas de la Caja.

TITULO IV

En el presente título, no se han introducido modificaciones, atento a que las mismas se encuentran incorporadas por la Ley 13.061/03, dictada por la H. Legislatura el 8 de mayo y promulgada y publicada por el Poder Ejecutivo provincial el 4 de julio de 2003.

Solamente se ha corregido la remisión de los artículos que citan las normas.




TITULO V

Como consecuencia de las reformas referentes a los años de edad y de ejercicio profesional exigidos para la obtención de la jubilación ordinaria que se ha referido en el Título anterior, se aprecia conveniente adecuar los cómputos de las jubilaciones extraordinarias por incapacidad, elevando los períodos de ejercicio a 15 y 25 años, para la aplicación de los mayores porcentuales (75 y 82 % de la jubilación ordinaria).
También se establece un requerimiento necesario para el mantenimiento de este beneficio, facultándose al Consejo Superior para suspender su vigencia, en caso que el afiliado no cumpla con los requisitos mínimos exigidos.




TITULO VI

Se corrigen en el presente Título aspectos de redacción, a fin de dar más precisión a los conceptos, sobre la base de la experiencia recogida en el tiempo.

Se toma también como referencia la afiliación en ejercicio efectivo de la actividad (art. 25°), destacándose que es el Colegio Departamental donde debe comunicarse la cesación de actividades, conforme la ley de creación de éstos (art. 26°).

Se deja bien en claro que para el caso de interrumpirse el pago de los aportes, deberán abonarse los importes devengados con más el interés que fije el Consejo Superior al día del efectivo pago, art. 28°.




TITULO VII

El presente título no tiene propuestas de reformas, atento a que las mismas fueron incorporadas y ordenadas por disposición de la ley 12.850 sancionada por la Honorable Legislatura y promulgada y publicada por el Poder Ejecutivo provincial (arts. 29° a 34°).

Sólo se corrigen las remisiones de los artículos y/o incisos que se citan, al haberse agregado nuevos artículos, incisos y apartados, dando prolijidad a su texto.




TITULO VIII

Se incorporan a la ley como nuevo art. 35° los Subsidios que la Caja ha tenido vigentes desde antaño por Resoluciones del Consejo Superior, determinándose que los términos de caducidad para tener derecho a los mismos, como su régimen y montos quedan dentro de las atribuciones del Órgano de dirección de la Caja. El importe de ellos siempre estará dado por la fecha del hecho generador de cada uno de los Subsidios.

Al brindarle debida jerarquía legislativa se los extrae del mero marco discrecional del Consejo Superior.

Se adecua, en el ahora artículo 36°, el subsidio complementario para los derechohabientes de afiliados que fallecen antes de llegar a reunir los requisitos mínimos de la jubilación ordinaria, con un alcance que se ha estimado mucho más justo, previéndose un lapso temporal mínimo y el aumento del porcentual del subsidio complementario, conforme a la cantidad de años de ejercicio profesional del causahabiente que se acrediten en más. 

Se prevé el mecanismo de celeridad en el trámite, transformando automáticamente las actuaciones de subsidio complementario, cuando se inicia el expediente y el afiliado se encontraba en condiciones de acogerse a la jubilación ordinaria, para que el beneficiario obtenga la debida pensión sin necesidad de iniciar otro trámite, eliminando una burocracia disfuncional y priorizando una pronta respuesta al beneficiario.




TITULO IX

En el artículo 45° se realiza una corrección en la remisión de los incisos y artículos.

Se individualizan los incisos en lo que hace al aporte porcentual sobre el honorario profesional y el mínimo obligatorio para todos los afiliados.

En cuanto a este aporte básico o mínimo anual del art. 9° inc. f), además de preverse su pago en duodécimos mensuales, se faculta al Consejo Superior a disponer que pueda ser abonado en forma anticipada, sin perjuicio de las obligaciones emergentes del inc. a) en cuanto al porcentaje legal de todo honorario por la actuación profesional. Ello con el fin de favorecer el pago del citado aporte mínimo.

Se corrige sobre la base de la realidad histórica de la Institución la fijación de la contribución especial, a través de un bono contributivo por la actuación profesional del afiliado, cuyo valor será determinado por el Consejo Superior, tal como ha ocurrido en la práctica al reglamentarse este recurso.

Se incorpora en el art. 45° por medio del inc. h), una carga económica análoga a otras establecidas en las demás leyes previsionales para profesionales de la Provincia, al establecer como recurso de la Caja, un porcentaje a abonar por la comunidad vinculada, esto es el beneficiario del trabajo profesional o el obligado en costas en toda actuación profesional del martillero y corredor en juicio.

Se agrega asimismo como inc. i), en concordancia con la ley nacional 25.028, el aporte que debe tributar el martillero o corredor que realice administración de propiedades, como un sinceramente de la actividad seguida históricamente por los afiliados, guardando coherencia con la inclusión ya realizada por la H. Legislatura mediante la Ley 13.061/03, mencionada en otros párrafos de la presente exposición de motivos.
En el ahora art. 46° se ordena la redacción en esta norma que se refiere a la atribución de verificación de cumplimiento aportativo que tiene la Caja, englobándose en el mismo toda la operatoria, en cuanto a derechos y obligaciones, dado que el afiliado cuenta con la facultad de impugnar las determinaciones de deuda practicadas, tanto sobre bases ciertas como presuntas tenidas en cuenta en la inspección o verificación.

Del mismo modo se incluye una innovación basada en la necesidad de descentralizar las actuaciones judiciales que debe gestionar la Caja de Seguridad Social para Martilleros y Corredores Públicos en calidad de actor tendientes al recupero de las acreencias adeudadas por sus afiliados, otorgando al Consejo Superior la facultad de disponer que las mismas se gestionen en jurisdicción de La Plata o en los distintos Departamentos Judiciales de la Provincia de Buenos Aires donde se encuentre colegiado el deudor (art. 47), respetándose las normas procedimentales generales vigentes en la Provincia.
En concordancia con lo establecido en el inc. h) del art. 45°, se establece la obligatoriedad de hacer constar en toda libranza judicial, el descuento del importe correspondiente a cargo del tercero o comunidad vinculada (art. 49°). Coherentemente con ello, se incorpora en el artículo 50° la prohibición de dar por terminado un juicio si este aporte no se encuentra realizado o garantizado.

Igualmente, en correspondencia con ello y la necesidad de lograr seguridad en la debida percepción de los aportes por parte de la Caja, se establece la obligatoriedad de los jueces de determinar en la fijación de honorarios de los martilleros y corredores que realicen una actuación judicial, el porcentaje legal a cargo de la comunidad vinculada (arts. 49° y 50°).

Contenido del artículo 5°)
Por este artículo se derogan las leyes que a través del tiempo fueron incorporando reformas a la Ley 7.014, fundado que esta reforma, por razones de practicidad administrativa ORDENA SU TEXTO, como premisa esencial para contar con un plexo normativo ágil y de rápida consulta.
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